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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Juan C. Souza, (ad-hoc). 


MIEMBROS: Señoras Representantes Silvana Charlone y Sandra Etcheverry, y señores Representantes 
Pablo Abdala, Washington Abdala, Alvaro Alonso, Pablo Alvarez López, Doreen Javier 
Ibarra, Diego Moizo, Edgardo Ortuño, Iván Posada y Carlos Varela Nestier. 


INVITADOS: Comisionado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, señor Víctor 
Abramovich. 


Señora Analía Eliades de la Cátedra sobre Libertad de Expresión de la UNESCO. 


SEÑOR PRESIDENTE ad hoc (Souza).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida y agradece la presencia del señor Víctor Abramovich, Comisionado de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, quien fue invitado para concurrir a este ámbito 
en el marco de la discusión de la utilización del espectro radioeléctrico y medios comunitarios de 
radiodifusión. 


Con mucho gusto le cedemos la palabra. 


SEÑOR ABRAMOVICH.- Agradezco la invitación cursada por esta Comisión. Mi presencia en el país 
tiene que ver con una invitación de la UNESCO a una jornada sobre libertad de expresión y medios de 
comunicación y pobreza. Cuando recibí la invitación me pareció que era importante concurrir no para 
pronunciarme u opinar específicamente sobre el proyecto de ley -la Comisión no acostumbra a 
anticipar opinión sobre proyectos de ley que están en discusión en los Congresos-, pero sí para hablar 
en términos generales sobre algunos pronunciamientos que ya han tenido sobre este tema, tanto la 


Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA como la Relatoría Especial para la 
Libertad de Expresión. 


En forma reiterada la Comisión Interamericana ha pedido a los Congresos que adecuen el marco normativo 
en algunos temas, sobre todo en materia de libertad de expresión, fundamentalmente en lo que refiere al 
acceso a la información pública, a la derogación, por ejemplo, de ciertas figuras penales que son utilizadas 
como mecanismos de persecución de periodistas, como el desacato, y también sobre el tema particular de 
medios comunitarios. 


En el informe de la Relatoría del año 2002 hay un capítulo que expresamente analiza la libertad de expresión 
y la pobreza, donde uno de los temas centrales es la regulación de los medios comunitarios o medios 
alternativos. En ese sentido, lo que la Comisión Interamericana ha planteado es que estos medios, 
funcionando en el marco de la legalidad -esto lo he reiterado sucesivamente-, son canales fundamentales de 
expresión, sobre todo para los sectores sociales más postergados en la sociedad; son mecanismos que 
permiten la circulación libre de información, que fomentan diálogo a nivel comunitario, y son factores 
fundamentales para permitir la organización y la participación social. 


La Comisión, en esos informes temáticos y en algunos informes de país, ha considerado inadmisibles ciertos 
marcos regulatorios que implican, en los hechos, una discriminación en el acceso a las frecuencias 
radioeléctricas, así como prácticas extendidas en algunos países que, en cierta medida, amenazan el 
funcionamiento de estos medios e implican cancelaciones arbitrarias de licencias concedidas o incautación de 
equipos. Si bien no se ha pronunciado en detalle sobre cómo debería ser un marco regulatorio en este campo, 
sí ha dicho que dentro del margen que todos los Estados y las autoridades tienen en la administración de las 
frecuencias radioeléctricas, el criterio de asignación de las frecuencias debe ser democrático, no 
discriminatorio y que facilite el acceso a esas frecuencias. Asimismo, ha señalado una serie de principios a 
tener en cuenta en cualquier marco regulatorio interno. Uno de ellos es tratar de establecer procedimientos 
transparentes y participativos en el otorgamiento del acceso a las frecuencias radioeléctricas. Otro elemento 
que se ha considerado es impedir fijar ciertos criterios de designación que puedan tener impacto 
discriminatorio. Por ejemplo, en algunos países se fijan criterios estrictamente económicos, licitaciones que 
claramente dejan fuera a los sectores que no tienen capacidad para acceder a ese tipo de procesos. Pero al 
mismo tiempo ha sostenido que no basta con que el Estado fije criterios no discriminatorios; también debe 
tener una actitud proactiva de garantizar el acceso a la frecuencia, sobre todo a sectores sociales que tienen 
capacidades de expresión diferenciales respecto al resto. 


En Guatemala, la Comisión ha sido muy enfática con relación a los medios de comunicación alternativos que 
permiten la expresión, por ejemplo, de las comunidades indígenas que no tienen acceso a los medios 
tradicionales; se considera que son medios que permiten representar opiniones de sectores que 
tradicionalmente quedan fuera de los espacios centrales de comunicación y eso enriquece el debate público y 
la vida democrática en su conjunto. 


En términos generales, esto era lo que quería plantear a esta Comisión y, por supuesto, estoy a su disposición 
para hacer llegar los documentos a los que hacía referencia. El informe de la Relatoría Especial para la 
Libertad de Expresión puede ser bajado de la página web de la Comisión, es del año 2002; también hay 
pronunciamientos específicos de la Comisión con relación a la situación de las radios comunitarias en 
Colombia y en Guatemala y de 2003 hay un informe muy específico sobre la situación de medios de 
comunicación comunitaria en México. Allí hay algunos principios que permiten orientar la discusión. En el 
caso particular he tenido la oportunidad de leer el proyecto de ley que está en discusión en la Comisión y, en 
términos generales, me parece que está dentro de los principios que la Comisión ha planteado, más allá de 
que no he hecho un estudio ni corresponde que opine sobre temas específicos de esa regulación. 


SEÑOR ÁLVAREZ LÓPEZ.- Comparto la definición de que el concepto comunitario en lo que refiere 
a la radiodifusión no está vinculado al territorio, es decir, al alcance de la frecuencia, porque el 
componente comunitario del proyecto no tiene que estar vinculado directamente al alcance de la 
frecuencia, sino al contenido. 


Dada la finitud del espectro -porque yo no puedo multiplicar como quisiera la cantidad de frecuencias que 
puedo otorgar-, así como se mantiene cierto sector exclusivamente para frecuencias o proyectos 
comunitarios, mi consulta es si dentro de ese espectro, se puede agregar otro para proyectos que también 


estén limitados por el aspecto territorial. Digo esto porque creo que es una forma indirecta de multiplicar el 
propio espectro. ¿Se ha realizado alguna evaluación al respecto? 


SEÑOR ABRAMOVICH.- Respecto de qué entiende la Comisión por medios de comunicación 
comunitarios, la Relatoría toma el concepto que maneja la UNESCO, vinculado con la función 
comunitaria y el fin social de interés público y no la persecución de fin de lucro. No define la radio 
comunitaria por su localización territorial ni por su alcance. Este es un punto importante, porque 
cuando se habla de garantizar el funcionamiento de radios comunitarias no sería adecuado 
circunscribir a ciertas radios que tienen alcance limitado o únicamente local. La finalidad es la de 
interés público, un fin social, sin perseguir fines de lucro; brindar la posibilidad a algunos sectores que 
tienen dificultades particulares de comunicación. 


Si bien cuando la Comisión plantea algunos lineamientos de marco legal en este campo, no se pronuncia 
sobre si es posible o no limitar el alcance territorial, por ejemplo, de las frecuencias que se reserven para el 
ámbito de radios comunitarias. Lo que sí está planteando es la necesidad de que se garantice el acceso a las 
frecuencias radioeléctricas con un criterio de igualdad. Si uno piensa en garantizar, por ejemplo, un espectro 
de radios comunitarias pero la restringe irracionalmente en cuanto a su alcance, no estaría garantizando ese 
acceso en condiciones de igualdad a las frecuencias radioeléctricas. Me parece que este es un punto 
importante. 


Con relación a cómo definirlas, hay otro tema complejo en las regulaciones y es si se permite o no a las 
radios comunitarias acceder a fuentes de financiamiento, por ejemplo, a la publicidad. Este es un punto 
complejo; la Comisión no se ha pronunciado sobre esto pero es importante saber que el concepto de radio 
comunitaria es el fin de interés social y no de lucro. Esto no significa que organizaciones que no persigan 
fines de lucro no requieran recursos para tener sustentabilidad. Me parece que el criterio es el de la 
sustentabilidad. Puede haber radios comunitarias sin fines de lucro pero la posibilidad de acceder a recursos 
puede estar vinculada con la sostenibilidad. En la medida en que se acceda a recursos con un fin que exceda 
lo social, es decir, que se convierta en un fin comercial, el concepto de radio comunitaria quedaría 
desvirtuado; no sería el tipo de actores a los cuales nos estamos refiriendo cuando hablamos de la obligación 
de garantizar acceso a las frecuencias. La ley trata en dos artículos -el 4” y el 10- el tema del alcance 
territorial y la posibilidad de obtener recursos. Más allá de cómo está regulado, la lógica es que no se pierda 
el fin social pero que, al mismo tiempo, se garantice la sustentabilidad del medio. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Cómo tiene que ser vista una radio comunitaria que ocupa el 
80% de su tiempo en tareas de rango comunitario, que tiene un mecanismo de sustentabilidad como 
usted refiere y que un 20% de su tiempo de aplicación lo ocupa en líneas políticas, en planteos políticos, 
con una mirada político partidaria? 


SEÑOR ABRAMOVICH.-- El fin social y la expresión comunitaria define al medio y lo político es parte 
de ese fin de utilidad pública. Me parece que no es incompatible que parte de la línea del medio de 
comunicación tenga un perfil político definido, con que se trate de un medio comunitario; no me 
parece incompatible, siempre y cuando el fin central sea el de la comunicación, de interés público y no 
comercial. Puede haber medios de comunicación comunitarios que pertenezcan a iglesias, a 
Universidades o a partidos políticos, y eso no afecta el carácter de medio comunitario o medio 
alternativo. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Definieron bien lo de la sustentabilidad? Cuando se refiere a 
sustentabilidad, ¿qué quiere decir exactamente? 


SEÑOR ABRAMOVICH.- Una de las características de un medio comunitario es que no persiga un fin 
comercial. Ahora bien: cómo resolver el tema de la sustentabilidad de un medio que no persigue un fin 
comercial. El hecho de captar ciertos recursos, que pueden estar en el mercado, no afecta la naturaleza 
del medio comunitario en la medida en que esos recursos sirvan para la sustentabilidad del medio y no 
para el fin de lucro. Si la captación de recursos se convierte en el objetivo central, entonces sería un 
medio comercial y no un medio comunitario. Ahora, cualquier organización sin fin de lucro tiene que 
buscar recursos. Una organización no gubernamental, un organismo de derechos humanos no persigue 
un fin de lucro, pero sin recursos puede no funcionar. Me parece que este es el punto a considerar. 


Hay que tener cuidado en cercenar la posibilidad de obtención de recursos que garantizan la sustentabilidad 
del medio. Porque garantizar la posibilidad de legalización pero sin garantizar el acceso a ciertos recursos 
que van a preservar la sostenibilidad del medio, puede ser una restricción de naturaleza irrazonable. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- A mí me llamó la atención que el proyecto, por ejemplo, en el 
artículo 10 establezca con relación a la sustentabilidad económica el apoyo de la publicidad oficial. 
Podremos coincidir o no con el enfoque dado por el señor Abramovich, seguramente tenemos muchos 
matices, pero suena bastante lógico el hecho de que si mañana una determinada comunidad filosófica o 
religiosa tiene la vocación de comunicar ciertas cosas y encuentra un medio alternativo, coincidamos o 
no, es un esfuerzo por comunicar valores e ideas. Ahora, no sé cómo va a hacer el Estado para 
distribuir publicidad oficial a los medios. El proyecto llega hasta este extremo; me da la impresión que 
estamos en una zona de difícil elaboración en materia de políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que correspondería precisar que la exposición que acaba de 
realizar el invitado no estaba en directa relación con el contenido del proyecto. 


SEÑOR ABRAMOVICH.- Lo dije al principio, porque me parecía bueno no opinar sobre regulaciones 
específicas. Leí el artículo 10, como el señor legislador, pero no quisiera opinar directamente sobre ese 
punto. 


Con relación a esto último, me parece que es un tema muy complejo, que excede al de los medios 
comunitarios. Me refiero a cómo se distribuye la publicidad oficial. En ese sentido, en los informes de la 
Relatoría Especial para la Libertad de Expresión se pueden encontrar algunos lineamientos muy generales, 
pero la idea central es que esa pauta oficial no puede ser distribuida de manera discriminatoria. Deben ser 
criterios objetivos y razonables los que guíen la distribución de la pauta oficial, tanto a medios comunitarios 
como a medios comerciales. Este es un tema que excede la cuestión de los medios comunitarios. 


SEÑORA CHARLONE.- Partimos de la base de que la publicidad oficial excede el tema de las radios 
comunitarias, porque de hecho en medios de comunicación que sí persiguen fines de lucro hay 
publicidad oficial, de empresas que pueden funcionar en condiciones no monopólicas, incluso 
campañas educativas en distintos temas. Más allá de esta puntualización, quería preguntar si en el 
derecho comparado, vinculado al financiamiento o a asegurar la sustentabilidad de estos medios de 
difusión comunitarios, es de uso que los recursos de publicidad oficial estén incluidos como parte de los 
medios a los cuales se puede acceder. 


SEÑOR ABRAMOVICH.- En realidad no le puedo contestar. Hay un decreto reciente en Bolivia, de 
diciembre de 2005, que no lo puede consultar. Es verdad que hay una ausencia de normativas sobre 
medios de comunicación comunitaria. Uruguay está anticipándose a un debate, porque faltan marcos 
normativos en materia de medios de comunicación comunitaria. Por eso la mayoría de los medios en 
muchos países se mantiene en un plano de legalidad, porque no hay normas o marcos normativos que 
favorezcan esa legalización. De manera que no puedo plantearles ningún antecedente que recuerde 
sobre el tema de financiamiento. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Hay legislación comparada que tiene interés en recomendarnos 
para estudiar este tema con mayor profundidad? Usted decía que somos medio conejillos de indias; y a 
mí me preocupa mucho. Me inquieta cuando se corre el riesgo de entrar en un terreno en el que la 
libertad de expresión puede correr para un lado y no para el otro; hay que tener mucho cuidado con 
eso. 


El tema pasa por la búsqueda de los modelos de legislación comparada que debe haber en el mundo. Creo 
que en Europa se ha trabajado en esto con mucha intensidad; entonces, de pronto podemos consultar alguna 
referencia que usted nos proponga. 


SEÑOR ABRAMOVICH.- Me parece que la legislación canadiense es interesante, no sólo en materia 
de radios comunitarias, sino también de radiodifusión pública. 


Como mencioné, me parece que puede ser útil consultar en los informes de la Comisión el análisis que hace 
de la legislación en algunos países, para ver cuáles son los problemas que observa en naciones como México, 
Colombia y Guatemala, que es donde se ha seguido este tema con más atención. 


Quizás el análisis más completo de la Comisión en materia de legislación sea el del año 2003 en México. En 
el segundo capítulo del informe de ese año, figura lo relativo a la Relatoría para la Libertad de Expresión: se 
puede acceder a este material a través de la página Web. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quisiera dejar una constancia y en todo caso consultar la opinión del invitado, 
aunque básicamente, se trata de un comentario para la Comisión a partir de la inquietud planteada 
por el señor Diputado Washington Abdala. Yo soy de los que cree que cuanto mayor sea la cantidad de 
legislación de avanzada que el Uruguay pueda consagrar, mejor para el país. Precisamente, hace poco 
recordábamos lo que fue la legislación de avanzada a principios del siglo pasado. No obstante en este 
tema no comparto que vayamos a ser conejillos de indias, si bien en algunos aspectos, el proyecto va un 
poco más allá o precisa algunos lineamientos que se ven en otros países. Ahora bien, creo que tenemos 
que tener claro que existe legislación comparada en esta materia y que hay avances. En ese sentido, 
puedo poner a disposición de la Comisión el Decreto N” 1981 de 2003 de Colombia, la ley de 
radiodifusión y televisión de Ecuador, el Decreto Supremo 27.490 de 2004 de Bolivia, el Decreto 
N* 1521 de 2001 de Venezuela; hay legislación en este sentido en Brasil, también se habló de Canadá y 
ni que hablar de Europa y Estados Unidos. 


Estoy casi convencido -no sé si nuestro invitado comparte esta opinión- de que Uruguay hoy está a la zaga de 
las concepciones, los lineamientos y los avances en materia de comunicación en el mundo, teniendo en 
cuenta que el funcionamiento de las radios comunitarias hoy es ilegal y es cuestionado por importantes 
sectores de la sociedad. Entonces, más allá de la precisión de los cuerpos legales a los que estamos haciendo 
referencia en este proyecto, mi afirmación -en todo caso solicito que el invitado nos aclare la duda- es que la 
situación actual de ilegalidad de las radios comunitarias, lejos de ser un elemento común en todo el mundo, 
más bien coloca al país a la zaga de lo que se ha recogido en otras legislaciones; yo he referido a algunas. 
Precisamente, en reuniones anteriores he hablado de la experiencia europea, que es absolutamente inversa a 
la nuestra, en la medida en que ha priorizado la comunicación de carácter público. En tanto, en nuestro país 
se sigue los patrones norteamericanos y se ha priorizado la comunicación de tipo comercial. Esto se viene 
conversando desde hace mucho tiempo en el mundo, por lo que me sorprenden los comentarios del señor 
Diputado Washington Abdala en ese sentido; quizás pueda estar equivocado. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Simplemente yo hice una pregunta, porque cuando hay un 
invitado trato de aprovechar; uno puede plantear, sí, un pequeño matiz al pasar. De todos modos, con 
gusto en alguna ocasión vamos a discutir con el señor Diputado Ortuño sobre el proyecto de fondo, 
pero este no es el momento ni la oportunidad. 


Quiero agradecer la presencia del invitado, porque es interesante hacer estos aprendizajes, por más que 
tengamos ópticas no siempre coincidentes, porque todos estamos tratando que la legislación sea lo mejor 
posible. 


Ahora bien; si se trata de categorizar en "avanzada", o "progresista", nadie tiene el monopolio en esos temas; 
ese también es un debate que daremos en su oportunidad. 


SEÑOR ABRAMOVICH.- Quisiera agradecer nuevamente por esta invitación. Como decía al 
principio, la Comisión no acostumbra a pronunciarse sobre proyectos de ley que están en discusión, 
pero sí sobre muchos de los informes. En este tema en particular, el de la libertad de expresión, ha 
sugerido a los Estados, sobre todo a los Parlamentos, la adecuación de los marcos normativos en 
función de ciertos principios, que no se han inventado sino que han sido producto de un desarrollo 
paulatino, por ejemplo, en materia de acceso a información pública, de derogación del desacato; será 
un marco normativo que facilite el funcionamiento de medios de comunicación comunitaria. 


Esos son los tres temas centrales que se han planteado en materia de libertad de expresión y el solo hecho de 
que en este Parlamento haya una discusión sobre este asunto, me parece que es muy importante no sólo para 
Uruguay, sino también a nivel regional. Por lo tanto, desde ya ofrezco todo el apoyo que se pueda necesitar 


de la Comisión para este debate, en términos de información o cualquier otra cuestión. En tal sentido, será 
bienvenido cualquier consulta que se quiera formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, sólo resta agradecer la presencia del señor 
Víctor Abramovich; sin lugar a dudas, su aporte va a enriquecer el debate de esta Comisión en el 
marco del proyecto de ley que tenemos a estudio. 


(Se retira el Comisionado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, señor Víctor 
Abramovich) 


(Ingresa a Sala la señora Analía Eliades, de la Cátedra sobre Libertad de Expresión de la UNESCO) 


La Comisión recibe a la señora Analía Eliades, de la Cátedra sobre Libertad de Expresión de la 
UNESCO, quien nos visita en el marco de la discusión que tenemos en este ámbito respecto a la utilización 
del espectro radioeléctrico y medios comunitarios de radiodifusión. 


SEÑORA ELIADES.- Pertenezco a la Cátedra UNESCO Libertad de Expresión, que funciona en el 
ámbito de la Facultad de Periodismo y Comunicación Social de la Universidad Nacional de La Plata, 
que es una de las primeras cátedras sobre libertad de expresión que se asienta en América Latina. Ya 
tenemos toda una tradición de trabajos y de estudios en distintas temáticas, que hacen al derecho a 
comunicar, pero no solo en lo que se conoce como libertad de prensa, sino también en otros temas 
como, por ejemplo, el que en estos momentos es motivo de análisis por parte de los señores Diputados 
en un particular proyecto de ley. 


Desde ya adelanto que tenemos un aporte por escrito para que los señores Diputados tengan una referencia, 
como apoyatura extra, para el proyecto de ley que están considerando. 


Como primera medida nos parece oportuno resaltar que hablo como Cátedra UNESCO, Libertad de 
Expresión, quitando el hecho de pertenecer a Argentina, aunque esto es inevitable. Obviamente, una tiene 
trasvasada la historia de la radiodifusión de su propio país, de la que una es parte y no puede escapar. Nos 
parece importante enmarcar el tema de la radiodifusión uruguaya dentro del contexto del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos. 


Sé que hace unos minutos estuvieron hablando con el señor Víctor Abramovich, y seguramente él haya dado 
ese enfoque particular que tiene la radiodifusión dentro del Sistema Interamericano. Nuestra matriz jurídica 
de análisis, en lo que tiene que ver con la libertad de expresión en América Latina, tiene como referencia 
particular el artículo 13 del Pacto de San José de Costa Rica; consideramos que la actividad radiodifusora es 
integrante de ese derecho de dar y recibir información. 


Habitualmente, en nuestros países latinoamericanos la actividad radiodifusora ha estado relegada a un 
segundo plano con respecto a la libertad de expresión; clásicamente se ha hablado de libertad de prensa, de 
libertad de imprenta, pero también es necesario hablar de libertad de antena, por supuesto, con las 
regulaciones que el espectro necesita porque es finito y es patrimonio común de la humanidad. Por lo tanto, 
como Estado tenemos que saber administrar bien este espectro radioeléctrico. 


Creemos que el derecho a ejercer la actividad radiodifusora forma parte del artículo 13 del Pacto de San José 
de Costa Rica, y esto no solo lo decimos nosotros como Cátedra, sino el propio Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos y también la dicen los informes de la Relatoría para la Libertad de Expresión y la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 


Por lo tanto, no solo es importante tener en cuenta los mensajes y los contenidos, sino también el soporte, el 
continente, que permite que se vehiculice el derecho a dar y recibir información. Aquí entra la actividad 
radiodifusora y, muy particularmente, las radios comunitarias. 


El asunto de las radios comunitarias también ha sido destacado por los informes de la Relatoría para la 
Libertad de Expresión y por la propia Corte Interamericana, resaltando la importancia que tienen los medios 
comunitarios para la consolidación de nuestras democracias latinoamericanas. 


Hay algunas pautas mínimas que con mucho agrado comprobamos que han sido recogidas en el proyecto de 
ley que hoy están considerando los señores Diputados, porque hay enseñanzas que deberían ser tenidas en 
cuenta. Por ejemplo, el concepto de radiodifusión comunitaria no tiene por qué estar atado; sería un error 
decir que los medios comunitarios, las radios y las televisoras comunitarias, son para otorgarles bajas 
frecuencias y poca cobertura. El concepto de lo comunitario va más allá de la cobertura. Un medio 
comunitario puede instalarse en la capital o en las ciudades importantes de Latinoamérica como una forma de 
parámetro, y hay que tener cuidado de que eso no termine siendo un factor de discriminación. 


Con respecto a la publicidad, nos parece importante la forma en que se ha plasmado porque, obviamente, los 
medios comunitarios pueden recibir publicidad. Eso no debería ser una forma de discriminación. 


En general vimos con mucho agrado -esto lo traje por escrito- la concepción de la actividad radiodifusora tal 
cual ha sido plasmado en este proyecto de ley. Estamos seguros de que Uruguay, como Estado que ha 
ratificado y reconocido la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, va a cumplir con 
este estándar y va a actuar en consecuencia. 


Resulta muy auspicioso que los señores Diputados estén analizando esta iniciativa, consensuando y 
escuchando a la comunidad, pues es crucial un cambio de modelo de la radiodifusión, que seguramente se 
traduzca en un cambio de calidad de democracia. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- El artículo 11 establece: "Los titulares originales de frecuencias 
de radiodifusión comunitaria no podrán ceder, vender, arrendar o transferir de ninguna forma a 
terceros los derechos derivados de la asignación". 


¿La señora Eliades tiene alguna opinión al respecto? 
SEÑORA ELIADES.- El informe que nosotros trajimos es genérico. 


El artículo 11, que se refiere a la Intransferibilidad, es muy interesante analizarlo desde las diversas 
experiencias latinoamericanas respecto a la posibilidad de transferir o no las licencias de radiodifusión. 


En el ámbito Latinoamericano usualmente teníamos este principio de intransferibilidad. Lamentablemente, en 
este punto voy a tomar como parámetro lo que ha ocurrido en mi país, porque quizás por mis estudios, y 
culturalmente, es lo que vivo en forma más cercana. Este principio de intransferibilidad, que regía en la ley 
de radiodifusión, producto de la dictadura militar -ley que lamentablemente sigue vigente en mi país-, fue 
cambiado por la Ley N* 23.696, Ley de Reforma del Estado, de 1989, que dio la posibilidad de que las 
licencias de radiodifusión se transfieran. Por supuesto que nuestra ley de radiodifusión hasta el año pasado 
hablaba solamente de radiodifusión estrictamente comercial. Esto se cambió por una sentencia de la Corte 
argentina -esto les puede servir a la luz de este proyecto de ley- que estableció que en tanto la ley de 
radiodifusión impedía que cualquier tipo de sociedad -léase las no comerciales- fuese licenciataria de 
servicios de radiodifusión, era discriminatorio y atentaba contra el artículo 13 del Pacto de San José de Costa 
Rica. Esta sentencia de la Corte argentina fue muy bienvenida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y obligó a una modificación de nuestra ley de radiodifusión, lo que se concretó el año pasado. Hoy, 
al menos por la ley -lo operativo es otra cuestión-, todas las personas jurídicas, inclusive las no comerciales, 
pueden acceder a licencias de radiodifusión. 


Por ahora en mi país sigue vigente el principio contrario, que es la posibilidad de transferir las licencias. 
Obviamente esta transferencia se hace con un contralor por parte del Estado y de los organismos de control, 
en este caso un Comité Federal de Radiodifusión. 


Si se me pregunta sobre la intransferibilidad, puedo decir que como principio me parece bien, mucho más si 
estamos hablando de la radiodifusión comunitaria, porque quiere decir que aquellos titulares -estamos 
hablando por lo general- de asociaciones que dan cuenta de una actividad consolidada en su comunidad, con 
un compromiso social, político, de trabajo comunitario -léase una asociación sin fines de lucro-, si quieren y 
apuestan a ejercer la actividad radiodifusora, y si el Estado ve que tienen condiciones para hacerlo, si luego 
pueden comercializar eso podrían atentar contra el espíritu que llevó a esa asociación sin fines de lucro a 
ejercer la actividad. De modo que, como principio, la intransferibilidad me parece bien porque si esa 
asociación sin fines de lucro ve que la actividad radiodifusora ya no es el leitmotiv para ejercerla, puede 


solicitar los mecanismos que le den de baja. Que quede claro que no puede hacer de eso un lucro, que no 
puede trastocar el sentido por el cual la licencia le fue concedida. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- El planteo que se hace con relación a la intransferibilidad, ¿no 
genera el riesgo de que haya una especie de copamiento monopólico de algunos que son los que llegan 
primero en el tiempo? Lo digo porque la comunidad puede ir cambiando su sesgo, su forma de 
entender, su manera de interpretar la realidad, pero como ellos llegaron "priori in tempore, priori in 
jure" dejamos consagrado un derecho "ad infinitum". La reflexión en torno a la intransferibilidad 
venía con ese pensamiento porque deja consagrado un derecho adquirido, mapea y lo que está, está. 


SEÑORA ELIADES.- La intransferibilidad la tenemos que relacionar con los plazos. Una cosa es el 
plazo de la licencia y, otra, la posibilidad de transferirla o no. 


Lo que dice el señor Diputado Washington Abdala es cierto, pero me parece que lo que se pone en juego es la 
democracia y esa dinámica que deben tener las propias asociaciones de tipo no comercial que acceden a una 
licencia; se supone que estas asociaciones en su seno también tienen que ser democráticas. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- El artículo 12 en torno a la revocatoria refiere a un plan de 
servicios a la comunidad y otros compromisos asumidos públicamente. Esto es en los casos en los que 
pueda haber una revocatoria de la asignación recibida. Tengo temor de que mañana el plan sea 
elaborado por alguien que no tenga una mirada demasiado democrática, muy flexible o muy tolerante, 
y surja algo un poco difícil. Pero mi opinión no importa; importa la suya. 


SEÑORA ELIADES.- Esto es un proyecto de ley y me parece que la bajada reglamentaria será muy 
importante. El tema del alcance de las facultades discrecionales y regladas del Estado sigue siendo una 
discusión en todas nuestras Cortes latinoamericanas, así como cuándo ese poder discrecional puede 
transformarse en arbitrariedad. Sabemos que no hay actos estrictamente reglados ni actos 
estrictamente discrecionales. Me parece que este es un punto de partida sobre el que habrá que 
trabajar. Sería bueno reflexionar acerca de qué criterios van a definir estas cuestiones, que 
seguramente serán parte de una reglamentación que por ahí excede los marcos de la presente ley, pero 
que pueden establecerse como criterios generales y pautas consensuadas de aquellos requisitos que sí o 
sí deben estar presentes. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una pregunta de carácter general porque me parece que 
nuestra visitante, por representar a un organismo internacional y por conocer de cerca la experiencia 
del país del cual es nacional, puede arrojar luz sobre el análisis que estamos realizando. Me refiero a lo 
que tiene que ver con lo de la bajada reglamentaria, porque la discusión no es meramente teórica. 
Partiendo de la base de que esta cuestión entraña -y por eso se ha desarrollado en el mundo en base a 
esos conceptos- aspectos que tienen que ver con la libertad de expresión, con la democratización de los 
medios de comunicación, etcétera, entiendo que ese discurso no se aplica igual en un país como el 
nuestro que en uno más grande, en un mercado mucho más importante o en países desarrollados con 
relación a los países como los nuestros que no lo son. Desde ese punto de vista creo que hay una 
cuestión de escala: no son iguales las radios comunitarias que pueda estar concibiendo este proyecto de 
ley, a las que se han desarrollado en distintas partes del mundo, como tampoco son iguales las radios 
comerciales de nuestro país a las radios que persiguen fines de lucro, o los medios que utilizando el 
espacio radioeléctrico persiguen fines de lucro en distintas latitudes del mundo. Ahí hay una cuestión 
central en las definiciones de carácter general y sobre todo en el hilado más fino que podamos ir 
haciendo al ponerle contenidos a lo reglamentario y a lo que a través de la ley reglamentemos y 
establezcamos como condiciones. 


Entonces pregunto si esta cuestión de escala -que tal vez tenga mucho más de materialista que de axiológico, 
pero me parece que igual es una perspectiva que hay que plantearse porque esto va a tener efecto sobre la 
realidad imperante en el Uruguay- es una perspectiva válida que nos podamos plantear. Pienso sobre todo en 
los medios del interior de la República; claramente sabemos que en muchos departamentos hay radios que de 
comerciales tienen apenas el nombre, porque sus márgenes de rentabilidad son prácticamente inexistentes. 
Desde ese punto de vista, establecer un estatuto para las radios comunitarias, otorgando subsidios explícitos o 


encubiertos, estableciendo distintas resoluciones sobre las frecuencias, el alcance o la potencia, sin duda 
afecta ese punto de equilibrio que, personalmente, a la hora de plantearme este tema y la necesidad o la 
alternativa de legislar sobre él, me preocupa. 


Me parece que el tema va más allá de lo dogmático en cuanto a si debe haber o no radios comunitarias. Me 
parece muy importante saber, si las va a haber, qué características van a tener, qué contenido le vamos a dar 
al estatuto que las regirá y cómo puede afectar eso en el resultado final de un mercado pequeño como el 
nuestro, donde todos sabemos que la presencia de competidores subsidiados y estimulados por el Estado, les 
puede generar algún desequilibrio a quienes persiguen un fin comercial, o a quienes supuestamente lo 
persiguen pero en realidad no lo alcanzan, porque sabemos que tienen dificultades para subsistir, 


En principio, pregunto si es razonable plantearse la cuestión, ya no solo desde el ángulo de los valores 
democráticos sino, además, desde el punto de vista de las condiciones del mercado para el cual estamos 
legislando. 


SEÑORA ELIADES.- El análisis del estado del espectro radioeléctrico y de la disponibilidad en este 
país excede mis conocimientos. 


Hay muchas cosas que se desprenden de la reflexión que el señor Diputado está motivando que me parecen 
absolutamente válidas. Por un lado, no puede existir a priori -este es un parámetro que marca el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y que ha enfatizado particularmente la Corte Interamericana- 
discriminaciones en el acceso a los medios de comunicación. En el caso de mi país estuvo vigente hasta el 
año pasado una expresa exclusión a priori de todas aquellas formas asociativas que no fueran estrictamente 
comerciales. Por supuesto que esto hacía una exclusión explícita en la comunicación argentina. Revertir esto 
nos costó, primero, tener una condena al Estado por parte de la Corte Argentina, lo que sentó precedente, y 
que luego se reiteró en siete oportunidades. Cuando el Estado argentino vio que tenía siete condenas por 
exclusión de radios comunitarias en el ejercicio de la actividad radiodifusora, vio que tenía que reunir al 
Congreso de la Nación para modificar la situación, porque de lo contrario iba a tener una avalancha de juicios 
contra el Estado. Quiere decir que también lo midieron en términos económicos. 


Ligo esto a lo que comentaba el señor Diputado. Puede ser que en la legislación uruguaya no haya una norma 
específica que prohiba -como en el caso argentino- ejercer la actividad radiodifusora en forma comunitaria, 
pero tener un instrumento legal que reconozca esto de manera positiva, como lo es este proyecto de ley, 
realmente es un avance que responde a los lineamientos trazados por la Corte Interamericana y que, de 
hecho, dio la bienvenida a una sentencia de Corte argentina y lo puso como ejemplo en el Informe 2003 para 
todos los países del sistema interamericano, que reconoció positivamente esa omisión que el Poder 
Legislativo y el Poder Ejecutivo estaban teniendo. 


Ustedes saben bien: se puede hacer la más hermosa de las leyes, la más perfecta desde el punto de vista 
técnico, pero si no hay gente, asociaciones, Facultades de periodismo y comunicación, docentes y estudiantes 
universitarios, profesionales; si no hay movilidad y búsqueda de pluralismo informativo, ¿para qué vamos a 
tener una ley? Toda ley requiere de hombres y mujeres que pongan en práctica y que lleven a cabo ese 
instrumento legal. Entonces, la consolidación de verdaderos actores sociales que sepan que hacer radio 
comunitaria no se limita a hablar de las cosas de la localidad sino que va mucho más allá de eso, da cuenta de 
muchas actividades que pueden darse en una comunidad. Por ejemplo, en mi país están reconocidas hace 
muchos años las radios universitarias. Mi Universidad ejerce la radiodifusión desde 1937, diez años después 
de la emisión de la ópera "Parsifal", que fue la primera trasmisión en el mundo. La licencia le fue concedida 
por el Estado y la Universidad la administra. La pregunta es cómo la administra. La otra pregunta es si esa 
radio, que es universitaria, cuya licencia la ejerce un organismo de derecho público no estatal -por la 
autonomía universitaria- pero está dada por el Estado, tiene o no gestión de naturaleza comunitaria. La tiene. 
Fíjense en todos los momentos históricos por los que ha pasado Radio Universidad Nacional de la Plata. Ha 
pasado por momentos de dictadura, cuando obviamente los que tenían voz eran determinados personajes. 
Solamente a partir del auténtico ejercicio de una democracia institucional se ha podido transformar la 
comunicación en algo que, hoy por hoy, podríamos calificar de comunitaria, porque participan todos los 
docentes de la Universidad, todos los estudiantes, todas las Facultades, ONG platenses que no son 
universitarias, etcétera. 


Si me preguntaban hace unos años sobre si es comunitaria una radio universitaria, y tomaba la foto de cómo 
ejercía la radiodifusión, iba a decir que no. Desde lo formal parecía que sí, porque pertenece a una 
Universidad, cogobernada, pero esas son a veces las dicotomías entre el deber ser y el ser. Creo que este 
proyecto de ley tiene que estar acompañado por la expresión de muchos sectores de la comunidad que den 
cuenta de la multiplicidad de voces, del pluralismo informativo. Ustedes son los conocedores de lo 
variopintas que pueden ser las expresiones dentro de la comunidad. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a nuestra invitada por su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


